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SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 14 de abril de 2021.  

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones Cemex Concreto 

Inc., (en adelante CEMEX o el peticionario)2 y nos solicita que expidamos 

el auto de certiorari y revoquemos la Sentencia3 emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), el 21 de marzo de 

2019 y notificada a las partes el 25 de marzo de 20194.  Mediante el 

referido dictamen el TPI declaró no ha lugar la petición de revocación del 

laudo de arbitraje obrero patronal presentado por CEMEX. A 

consecuencia, resolvió que el despido había sido injustificado, no 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-031 de 8 de febrero de 2021, se designó a la 

Hon. Sol de Borinquen Cintrón Cintrón para entender y votar en el caso de epígrafe en 
sustitución de la Hon. Nélida Jiménez Velázquez, quien se acogió a los beneficios del 
retiro el 31 de enero de 2021. 
2 Examinado el presente recurso en virtud de la Resolución emitida el 21 de junio de 
2019, se acoge el mismo como un certiorari, por recurrirse de un pronunciamiento 
judicial respecto a un laudo de arbitraje en virtud de lo dispuesto en la Regla 32 (D) del 
Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32 (D). No obstante, por razones de 
economía procesal se conserva su actual designación alfanumérica KLAN201900636.  
3 Véase la Sentencia del caso Cemex Concretos, Inc. V. Unión de Trabajadores Ready 
Mix, con el alfanumérico asignado SJ2018CV05619, a las páginas 213-228 de este 
recurso.  
4 La parte peticionaria presentó oportunamente la Moción de Reconsideración el 9 de 
abril de 2019, sin embargo, esta fue declarada no ha lugar mediante la Resolución 
emitida el 7 de mayo de 2019, y notificada el 9 de mayo de 2019. Véase la Resolución a 
las páginas 229-233 de este recurso. 
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obstante, modificó el laudo para proveer como único remedio al empleado 

la mesada correspondiente según la Ley 80-19765. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, procede 

expedir el auto de certiorari, y confirmar la Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan.  

I 
 

 El 16 de octubre de 2015, el señor Héctor L. Maldonado Díaz (en 

adelante el Sr. Maldonado o querellante) fue despedido del puesto que 

ocupaba como chofer de un camión mezcladora de hormigón, en la planta 

de Isabela por la Cemex Concreto, Inc. Este último, quien no emitió carta 

de despido, le anunció al querellante su determinación verbalmente a 

través de una reunión en la cual estuvo debidamente representado por la 

Unión de Trabajadores Ready Mix (en adelante la Unión). Asimismo, el 

peticionario notificó su decisión al señor Arroyo Díaz, presidente de la 

Unión mediante correo electrónico.  

 Por su parte, CEMEX alegó que, del informe rendido al gerente de 

recursos humanos, el Sr. Enrique Irizarry, se detalló lo acontecido el 14 

de octubre de 2015 y se recomendó el despido del Sr. Maldonado. Según 

el informe, el Sr. Carreras, gerente de producción, indicó que antes de 

comenzar la reunión con los empleados de la referida planta en la que se 

discutían aspectos de seguridad, este le informó al querellante que el 

camión asignado (CR14887) estaba defectuoso; que le preguntó al Sr. 

Maldonado si había anotado la falla en el formulario de inspección 

provisto por CEMEX y la contestación de éste fue que aún no lo había 

llenado6.  

Por consiguiente, el Sr. Carreras se reunió con el Sr. José Ríos, 

mecánico y delegado de la Unión; Carlos Carrero, jefe de planta; y el 

querellante, en la que se repasaron las medidas se seguridad adoptadas 

por CEMEX, e hizo hincapié en que el formulario de inspección debía ser 

completado por cada chofer antes de salir de la planta con el camión 

 
5 29 LPRA sec. 185a et seq. 
6 Véase, el Laudo de Árbitro a la página 126 de este recurso.  
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asignado.  Añadió, que la reacción del Sr. Maldonado se redujo a lo 

siguiente: “Nunca en sus diecinueve (19) años de trabajo, ha llenado 

ninguna hoja ni libreta [en una clara referencia al formulario de 

inspección]”, y que la ocasión más reciente en la que se completó el 

referido formulario, en relación con el camión asignado al querellante, fue 

en agosto de 2015 y el chofer era el Sr. Wilson Rodríguez7.  

También arguyó, que tan reciente como el 10 de agosto de 2015, 

dos meses antes de su despido, el Sr. Maldonado fue adiestrado acerca 

de los siguientes aspectos de seguridad: “Como [sic] llenar la hoja [de 

inspección diaria]”,”Porque [sic] es requerida la inspección diaria”, 

“Quienes [sic] deben llenarla”, “Los primeros seis puntos de la hoja”, 

“Quien [sic] debe firmar la hoja”, y “Que [sic] sucede si la hoja no está [sic] 

firmada”. Es decir, que fue adiestrado de sobre su obligación como chofer 

de llenar la hoja de inspección diaria, de firmarla, y de las consecuencias 

de no cumplir con esta norma. Cabe destacar que, según los hechos 

probados por el árbitro, el Sr. Maldonado fue objeto de una acción 

disciplinaria el 2 de noviembre de 2007.   

De igual manera, 5 de agosto de 2010 fue amonestado por escrito 

a consecuencia de un accidente de tránsito mientras conducía el camión 

asignado por CEMEX. Por ello, estuvo suspendido de empleo y sueldo 

desde el 19 al 23 de agosto de 2010 (lo que implicó una suspensión de 

dos días laborables), por haber infligido las secciones I, III, V del Manual 

de normas y conducta de los empleados unionados de CEMEX. 

Posteriormente, el 21 de noviembre de 2012 el Sr. Maldonado estuvo 

involucrado en una situación de insubordinación con el supervisor Sr. 

Edgardo Rivera, luego de negarse a realizar una descarga para brindar 

apoyo en la planta de Mayagüez. Asimismo, infringió el inciso (d) del 

Artículo II sobre la conducta del empleado; el Artículo IV sobre el 

desempeño del trabajo, debido a que este se negó a realizar funciones 

 
7 Véase el Laudo del Árbitro a las páginas 125-127 de este recurso.  
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asignadas por su supervisor inmediato. Debido a su actuación, estuvo 

suspendido de empleo y sueldo del 3 al 4 de diciembre de 2012.  

Acorde con lo expuesto, el Sr. Maldonado, por conducto de la 

Unión, presentó una petición de arbitraje ante el Negociado de 

Conciliación y Arbitraje (en adelante, Negociado) del Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico (en adelante, Departamento 

del Trabajo), mediante la cual planteó que su despido había sido 

injustificado. De esta forma, luego de varios trámites procesales, el 31 de 

julio de 2017 comenzó la audiencia de arbitraje por el Honorable árbitro 

Jorge E. Rivera Delgado (en adelante, el árbitro). Concluida esta el 12 de 

marzo de 2018, el 28 de junio de 2018, el árbitro emitió un laudo mediante 

el cual determinó que el querellante había cometido la infracción al 

manual de normas y conducta de los empleados unionados, la cual había 

constituido una trasgresión manifiesta y grave de la buena fe contractual. 

Sin embargo, este determinó que el despido del Sr. Maldonado no había 

sido justificado. Ante ello, ordenó también su reinstalación a su antiguo 

puesto sin paga retroactiva8.  

Inconforme con esta determinación, el 27 de julio de 2018, CEMEX 

presentó una Petición de revisión de laudo9. A través de esta expresó que 

había errado el árbitro al concluir que el despido había sido injustificado 

debido a que los hechos probados no coincidían con la decisión final del 

caso. Por ello, solicitó que se revocara el laudo emitido y, en 

consecuencia, se concluyera que el despido había sido justificado.  

Así pues, el 29 de agosto de 2018, la Unión presentó su Oposición 

a la petición de revisión de laudo, mediante la cual expuso que no habían 

concurrido ninguno de los criterios para que procediera la intervención del 

Tribunal con el laudo previamente emitido10. De tal manera que la Unión 

solicitó que se le concediera deferencia al laudo para evitar una 

intromisión indebida en las controversias obrero-patronales. 

 
8 Véase el Laudo de arbitraje a las páginas 123-136. 
9 Véase las páginas 1-152 de este recurso.  
10 Véase Oposición a petición de revisión de laudo, a las páginas 167-182.  
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Posteriormente, la Unión presentó el 23 de octubre de 2018 su 

Posición de la unión de trabajadores de ready mix11. En su consecuencia, 

la parte peticionaria el 14 de noviembre expuso su Posición de Cemex12 

para que fuesen corregidos los errores por parte del árbitro con la 

intervención del TPI. A tales efectos, luego de celebrada la vista 

argumentativa el 5 de diciembre de 2018, el 25 de marzo de 2019 el TPI 

emitió Sentencia13 mediante la cual modificó el laudo emitido por el 

árbitro. En virtud del dictamen expuso que el remedio adecuado para el 

Sr. Maldonado era el pago de la mesada debido a que el acto imputado 

no era suficiente para que fuese despedido.  

Por lo tanto, el 9 de abril de 2019 el peticionario presentó una 

Moción de reconsideración, notificada a las partes el 12 de abril de 2019. 

En consecuencia, el 29 de abril de 2019 la Unión presentó su oposición a 

la misma. Finalmente, el TPI declaró sin lugar la solicitud de 

reconsideración el 7 de mayo de 2019, notificada el 9 de mayo de 2019.  

De ahí, que inconforme, CEMEX acudió ante nos mediante el 

recurso de certiorari que nos ocupa, a través del cual señaló que el 

Tribunal de Primera Instancia incidió en los siguientes errores:   

Erró el Honorable TPI al confirmar la determinación del 
Honorable Árbitro, resolviendo que el despido fue 
injustificado cuando los hechos que se estimaron probados 
denotan que el despido fue justificado. 
 
Erró el Honorable TPI al conceder deferencia a la 
determinación del Honorable Árbitro en cuanto a que el caso 
plantea una cuestión de suficiencia de la prueba y su 
calidad.  

 
II 

A 

El auto de certiorari es el vehículo procesal que permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). Su 

propósito es revisar errores de derecho en lo procesal y lo sustantivo. El 

 
11 Véase las páginas 190-197 de este recurso.  
12 Véase las páginas 199-211 de este recurso.  
13 La Sentencia fue notificada el 25 de marzo de 2019. Véase las páginas 213-228 de 
este recurso.  
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certiorari es un recurso de carácter discrecional que debe ser utilizado 

con cautela y por razones de peso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 86 (2008); Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 18 

(1948). De ahí que solo proceda cuando no existe un recurso de 

apelación o cualquier otro recurso ordinario que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario, o en aquellos casos en que la 

ley no provee un remedio adecuado para enmendar el error señalado. 

Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913, 917-918 (2009); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91, (2001).  

Como ocurre en todas las instancias en que se confiere discreción 

judicial, esta “no se da en un vacío ni en ausencia de otros parámetros”, 

sino que debemos ceñirnos a los criterios delimitados en la Regla 40, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 

DPR 580, 596 (2011). La discreción, pues, no debe hacer abstracción del 

resto del derecho. La decisión tomada debe sostenerse en el estado de 

derecho aplicable a la cuestión planteada.  

Como indicado, el mecanismo para que este Tribunal de 

Apelaciones revise sentencias emitidas por el foro de primera instancia, 

que tuvo ante su consideración la impugnación de laudos arbitrales, es el 

recurso de certiorari. Regla 32 (D) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32 (D); Hosp. del Maestro v. 

U.N.T.S., 151 DPR 934, 942 (2000). Al ejercer debidamente nuestra 

facultad revisora sobre un caso, es necesario evaluar si a la luz de los 

criterios enumerados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, se 

justifica nuestra intervención. En ella se detallan los criterios que 

debemos tomar en cuenta al ejercer tal facultad discrecional; ya que, 

distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para 

expedir el auto el certiorari. IG Builders v. BBVAPR, supra, pág. 338; 

Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999).  

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece 

los siguientes criterios a considerar en este análisis:  
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(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 
 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

Los criterios antes transcritos nos sirven de guía para poder 

determinar, de manera sabia y prudente, si procede nuestra intervención 

en el caso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97.  

B 
 

En Puerto Rico existe una vigorosa política pública que favorece el 

arbitraje obrero-patronal como método alterno para la solución de 

disputas, por ser un mecanismo que mantiene la estabilidad y la paz 

industrial, principios fundamentales dentro de nuestro derecho laboral. Es, 

sin duda, un medio más rápido y menos costoso y técnico que los 

procedimientos judiciales. J.R.T. v. Hato Rey Psychiatric Hospital, 119 

DPR 62, 68 (1987); Pagán Rodríguez v. Fundación Hospital Dr. Pila, 114 

DPR 224 (1983). Es el ejercicio de la autonomía de voluntades de las 

partes en disputa, que escogen a un tercero neutral, quien es investido 

con la facultad de rendir una decisión, para que resuelva cualquier 

conflicto que resulte durante la vigencia del convenio colectivo.  

Cuando las partes firman un Convenio Colectivo aceptando 

someter las disputas obrero-patronales a un procedimiento de arbitraje, 

se entiende que han sustituido los tribunales por el árbitro. U.G.T. v. 

Challenger Caribbean Corp., 126 DPR 22 (1990); Pagán Rodríguez v. 

Fundación Hospital Dr. Pila, supra; J.R.T. v. N.Y. & P.R. Steamship Corp., 

69 DPR 782, 800 (1949). Ello ha llevado a considerar que, aunque un 
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laudo de arbitraje no es un decreto judicial o sentencia, goza de una 

naturaleza similar. La función del árbitro, por tanto, es análoga a la de un 

Tribunal de Primera Instancia; por lo que, el foro primario tiene facultad 

para revisar, como foro apelativo, las resoluciones que este emita. 

Unión General de Trabajadores v. Challenger Caribbean Corp., 126 DPR 

22, 1990. Es por este principio que, aquellas controversias que surgen 

dentro del proceso de arbitraje no están sujetas a un proceso civil 

ordinario sino a un trámite apelativo.  

Es doctrina reiterada que los foros judiciales se abstendrán de 

entender en una controversia que las partes acordaron someter al 

proceso alterno del arbitraje. Esta doctrina de autolimitación judicial aplica 

a cualquier ámbito de las relaciones humanas sujetas a la adjudicación de 

controversias jurídicas, sobre todo, al campo obrero patronal. Se respeta 

de este modo “la clara política pública a favor del arbitraje como 

mecanismo para dilucidar las controversias obrero-patronales”. J.R.T. v. 

Corp. Crédito Agrícola, 124 D.P.R. 846, 849 (1989). 

De ordinario, la cláusula de arbitraje pactada voluntariamente se 

encargará de definir y delimitar el tratamiento que recibirá el agravio. 

Fernández Quiñones, Demetrio, El Arbitraje Obrero-Patronal, Legis 

Editores SA, 2000, pág. 37. Además, por ser el Convenio la ley entre las 

partes, estas están compelidas por su propio acuerdo de aceptar la 

decisión del árbitro como final y obligatoria. Íd. Por ello, nuestro Tribunal 

Supremo ha expresado que la naturaleza y extensión de los poderes del 

árbitro están delimitados por el lenguaje y la intención del acuerdo de 

arbitraje. World Films, Inc., v. Paramont Pictures Corporation, 125 DPR  

352, 362 (1990).  

La revisión judicial de un laudo de arbitraje se encuentra 

sustancialmente limitada por la política judicial de auto-restricción y 

de deferencia que reiteradamente ha sostenido nuestro Tribunal 

Supremo de Puerto Rico. El alcance de dicha revisión dependerá de lo 

que se haya pactado en el Convenio Colectivo en cuanto a la forma en 
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que deben ser resueltas las controversias. Si las partes acordaron 

voluntariamente que las controversias surgidas al amparo del 

Convenio tienen que ser resueltas por el árbitro conforme a derecho, 

aunque como regla general la revisión del laudo es casi inexistente, 

el mismo estaría sujeto a revisión judicial.  

Por lo tanto, un laudo basado en una sumisión voluntaria está 

sujeto a revisión judicial si las partes convienen que la controversia 

sometida sea resuelta conforma a derecho. U.G.T v. Corp. Difusión Pub., 

168 DPR 674, 682 (2006). También estaría sujeto a revisión el laudo que, 

aun no estando estipulado en el Convenio, esté fundamentado en la 

sumisión de las partes y estas acuerden que la controversia sea 

resuelta conforme a derecho. J.R.T. v. Corporación Crédito Agrícola, 

124 DPR 846 (1989); J.R.T. v. Junta Adm. de los Muelles Municipio de 

Ponce, 122 DPR 318 (1988). En ambos casos, los tribunales podrán 

revisar el laudo para determinar si cumple con el derecho o ley aplicable. 

U.I.L. de Ponce v. Destilería Serrallés, Inc., 116 DPR 348 (1985); Colón 

Molinary v. A.A.A., 103 DPR 143 (1973). 

Cuando el laudo debe resolverse conforme a derecho, el árbitro 

viene obligado a seguir las normas de derecho y a rendir sus laudos a 

tenor con las mismas. J.R.T. v. N.Y. & P.R. Steamship Corp., supra. En 

estos casos, el árbitro no tiene autoridad para obviar las reglas de 

derecho sustantivo. Sonic Knitting Industries v. I.L.G.W.U., 106 DPR 557 

(1977). La finalidad de esta norma es que el tribunal intervenga en la 

etapa de revisión y determine si la aplicación del derecho realizada por el 

árbitro es correcta. Claro está, el hecho de que el Convenio Colectivo o, 

en su defecto, el acuerdo de sumisión, establezcan que el laudo se haga 

conforme a derecho, no implica que los tribunales van a invalidarlos por el 

mero hecho de que exista una discrepancia de criterio con lo expuesto en 

el laudo. Para invalidar el laudo, es necesario que surja de forma 

evidente que el mismo no se resolvió conforme a derecho. Rivera v. 

Samaritano & Corp., 108 DPR 604, 609 (1979).  
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Es decir, cuando en el convenio colectivo las partes acuerdan que 

el laudo se emita conforme a derecho, se justifica una revisión judicial 

más amplia. La exigencia de que el laudo sea conforme a derecho 

significa que, al emitir su juicio, el árbitro debe aplicar las normas de 

derecho sustantivo y las doctrinas legales prevalecientes sobre la materia 

arbitrada. Entonces, el árbitro no puede ignorar las normas interpretativas 

de derecho sustantivo emitidas por el Tribunal Supremo de Estados 

Unidos y el de Puerto Rico en el campo de derecho laboral, ni las 

decisiones persuasivas de los tribunales de primera y segunda instancia o 

de las agencias administrativas, ni los laudos y escritos de árbitros 

reputados. Tal omisión invalida jurídicamente la decisión arbitral. Este 

principio, sentado desde la primera mitad del siglo pasado, sigue vigente 

hoy con igual fuerza. Véase Conf. de Organizadores de P.R. v. S.P.U., 

180 D.P.R. 299, 329 (2011); Depto. Educ. v. Díaz Maldonado, 183 D.P.R., 

págs. 325-32614. 

Ausente la displicencia del árbitro en la ejecución de su labor 

adjudicativa, le deben los tribunales gran deferencia a la interpretación del 

convenio colectivo que aquel realiza. En gran medida, esta deferencia se 

debe a que los árbitros tienen un peritaje y conocimiento 

especializado que agiliza el proceso y garantiza su pronta solución. 

Conf. de Organizadores de P.R. v. S.P.U., 180 D.P.R., págs. 326-328; 

Condado Plaza v. Asoc. de Empl. Casinos P.R., 149 D.P.R., pág. 352. 

 El Tribunal Supremo en Rivera v. Samaritano & Co., Inc., 108 DPR 

604 (1979), reiteró los principios sentados sobre la revisión de un laudo y 

sintetizó las normas prevalecientes sobre esta materia. Asimismo, por voz 

del Juez Asociado Negrón García, la mayoría del Tribunal Supremo 

expresó: 

No obstante, aun cuando fuere permisible en este caso la 
revisión de los méritos jurídicos del laudo, el tribunal de 
instancia no debe inclinarse fácilmente a decretar la nulidad 
del laudo a menos que efectivamente el mismo no haya 

 
14 Estos casos siguen lo pautado en Junta Relaciones del Trabajo v. N.Y. & P.R. S/S 

Co., 69 D.P.R. 782, 802 (1949), seguido en Sonic Knitting Industries v. I.L.G.W.U., 106 
D.P.R. 557 (1977), y Vivoni Farage v. Ortiz Carro, 179 D.P.R. 990, 1007 (2010). 
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resuelto la controversia con arreglo a derecho, según lo 
pactaran las partes. Cf. Ríos v. Puerto Rico Cement Corp., 66 
D.P.R. 470 (1946). Debe tenerse presente que una 
discrepancia de criterio con el laudo no justifica la 
intervención judicial pues destruye los propósitos 
fundamentales del arbitraje de resolver las controversias 
rápidamente, sin los costos y demoras del proceso 
judicial.  

(Énfasis nuestro.) Rivera v. Samaritano & Co., Inc., 108 D.P.R. 604 a 
la pág. 608-609, seguido en U.C.P.R. v. Triangle Engineering Corp., 
136 D.P.R., pág. 142 n. 7, y Depto. de Educ. v. Díaz Maldonado, 183 
D.P.R. 315, 326-327 (2011)15. 
 

De la normativa antes expuesta, podemos concluir que no todos 

los laudos tendrán que resolverse conforme a derecho. Cuando ni el 

Convenio Colectivo ni el acuerdo de sumisión de las partes requieren que 

el árbitro resuelva la controversia sometida conforme a derecho, es 

improcedente la revisión judicial por errores de índole jurídico. En estos 

casos, los tribunales deberán actuar con gran deferencia por ser los 

árbitros los llamados a aplicar e interpretar el Convenio, aunque el tribunal 

entienda que se ha cometido un error o que hubiese interpretado la 

cláusula de arbitraje de otra manera.  

A su vez, es norma firmemente establecida en nuestro derecho 

laboral, que los procesos de arbitraje merecen la más alta deferencia 
 

15 En este caso el Tribunal Supremo reiteró los principios sentados sobre la revisión de 
un laudo y sintetizó las normas prevalecientes sobre esta materia del modo siguiente: 

Ahora bien, cuando las partes acuerdan que el laudo se haga conforme a 
derecho, la facultad revisora de los tribunales es más amplia. Por ello, “podrán 
corregir errores jurídicos en atención al derecho aplicable. En tal supuesto, la 
revisión judicial de los laudos de arbitraje es análoga a la revisión judicial de las 
decisiones administrativas”. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, supra, pág. 449. 
Véanse, además, Condado Plaza v. Asoc. Emp. Casinos P.R., 149 D.P.R. 347, 
353 (1999); Rivera v. Dir. Adm. Trib., 144 D.P.R. 808, 821-822 (1998).  

Por consiguiente, cuando en un laudo se determina que el árbitro deberá 
resolver conforme a derecho, “el árbitro no puede ignorar las normas de 
derecho sustantivo en el campo del derecho laboral y debe resolver las 
controversias de acuerdo con las doctrinas legales prevalecientes”. C.F.S.E. v. 
Unión de Médicos, supra, pág. 449. [...] Así pues, “[u]n laudo conforme a 
derecho confiere a las partes la certidumbre de que el resultado arbitral estará 
estrictamente aferrado a los límites de la ley, y que no se concederá un remedio 
más allá del provisto por nuestro andamiaje jurídico”. (Énfasis en el original.) Íd., 
pág. ___, 2011 J.T.S. 52, pág. 1094. [...] 

No obstante, debe quedar claro que el tribunal de instancia no debe 
inclinarse fácilmente a decretar la nulidad del laudo a menos que efectivamente 
el mismo no haya resuelto la controversia con arreglo a derecho, según lo 
pactaran las partes.... Debe tenerse presente que una discrepancia de criterio 
con el laudo no justifica la intervención judicial pues destruye los propósitos 
fundamentales del arbitraje de resolver las controversias rápidamente, sin los 
costos y demoras del proceso judicial. Rivera v. Samaritano & Co., 108 D.P.R. 
604, 609 (1979).  

En el caso ante nos, las partes acordaron que el laudo de arbitraje se 
emitiera conforme a derecho. Por ende, procede la revisión del laudo en toda su 
extensión. 

Depto. de Educación v. Díaz, 183 D.P.R., a las págs. 326-327. 
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por parte de los tribunales, la intervención judicial estará limitada por unos 

principios de auto-restricción. Condado Plaza v. Asoc. Empleados de 

Casino, 149 DPR 347 (1999); U.G.T. v. Challenger Caribbean Corp., 

supra. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha manifestado, en lo 

pertinente, que:  

Un laudo de arbitraje ocupa una posición muy similar a la de 
una sentencia o decreto judicial. Como regla general puede 
ser impugnado o anulado si existe algún defecto o 
insuficiencia en la sumisión o en el laudo mismo que lo 
invalide, o cuando el procedimiento seguido se ha desviado 
de manera substancial y perjudicial de las reglas que 
gobiernen los procedimientos por y ante árbitros. Los 
tribunales no se inclinan fácilmente a decretar la nulidad de 
un laudo de arbitraje, y no deben permitir que los mismos 
sean impugnados a menos que contra ellos pueda 
levantarse una de las objeciones antes mencionadas o que 
se alegue y pruebe fraude o mala conducta o la comisión de 
un grave y perjudicial error que equivalga a una violación del 
derecho a un debido procedimiento de ley. Ríos v. Puerto 
Rico Cement Corp., 66 DPR 470 (1963).  

 
Conforme a los principios establecidos por vía jurisprudencial, en 

ausencia de una disposición expresa a los efectos de que el laudo sea 

emitido conforme a derecho, la determinación del árbitro podrá ser 

impugnada, modificada o anulada por los tribunales únicamente 

cuando se demuestra la existencia de: (a) fraude; (b) conducta 

impropia; (c) falta del debido procedimiento en la celebración de la vista; 

(d) violación de política pública; (e) falta de jurisdicción; y (f) que el laudo 

no resuelva todas las cuestiones en controversia que se sometieron. 

Condado Plaza v. Asociación de Empleados de Casinos de P.R., 149 

DPR 347 (1999); J.R.T. v. Corporación Crédito Agrícola, supra; J.R.T. v. 

N.Y. & P.R. Steamship, Corp., supra. La mera invocación de una de las 

causales de nulidad de un laudo de arbitraje no da paso a la revisión 

judicial. A su vez, ha quedado establecido que la discrepancia de criterio 

del laudo emitido no justifica la intervención judicial pues destruye los 

propósitos fundamentales del arbitraje16.  

 

 

 
16 Véase, CFSE v. Unión de Médicos, 170 DPR 443 (2007).  
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C 

El propósito de la Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 1976, según 

enmendada, mejor conocida como la Ley de Despido Injustificado (en 

adelante, Ley 80)17, es uno social y punitivo, ya que castiga al patrono 

que despide a un empleado o empleada si no tiene justa causa para ello. 

Jusino et als. v. Walgreens, 155 D.P.R. 560, 571 (2001). También tiene 

un fin reparador porque “provee remedios justicieros y consubstanciales 

con los daños que puede haberle causado a un cesanteado un despido 

injustificado.”  Íd.  

 Como norma general, el obrero contratado sin término fijo que es 

despedido sin justa causa tiene derecho al remedio de la mesada que 

provee la Ley Núm. 80, supra.  Vélez Cortés v. Baxter, 179 D.P.R. 455, 

465 (2010); García v. Aljoma, 162 D.P.R. 572, 585 (2004). Por otro lado, 

el mencionado estatuto en su Artículo 2 dispone una lista no taxativa de 

causas justificadas para el despido. En lo pertinente señala que:       

Se entenderá por justa causa para el despido de un 
empleado de un establecimiento:         
  
a.  Que el obrero siga un patrón de conducta impropia o 
desordenada.       
  
b.  Que el empleado incurra en un patrón de desempeño 
deficiente, ineficiente, insatisfactorio, pobre, tardío o 
negligente. Esto incluye incumplir con normas y estándares 
de calidad y seguridad del patrono, baja productividad, falta 
de competencia o habilidad para realizar el trabajo a niveles 
razonables requeridos por el patrono y quejas repetidas de 
los clientes del patrono.      
  
c.  Violación reiterada por el empleado de las reglas y 
reglamentos razonables establecidos para el funcionamiento 
del establecimiento siempre que copia escrita de los mismo 
se haya suministrado oportunamente al empleado. […]  
 

A su vez, en una acción por despido injustificado provocada por un 

empleado, es el patrono quien tiene el peso de la prueba para establecer 

que el despido fue justificado. Íd., a la pág. 428. Bajo la Ley 80, supra, 

una vez se presenta una acción para alegar un despido sin justa causa se 

activa la presunción de que el despido fue injustificado y recae sobre el 

patrono el peso de rebatirla. Íd., a las págs. 28-29 “Para ello, tiene que 

 
17 29 LPRA sec. 185a et seq.  
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probar, mediante preponderancia de la evidencia, los hechos constitutivos 

de alguno de los fundamentos eximentes de responsabilidad según 

consignados en el Art. 2 de la Ley Núm. 80”. Íd., a la pág. 429. También, 

debe probar un nexo causal entre las razones aducidas, conforme al 

mencionado Art. 2, y el despido en controversia. 

En cuanto al peso de la prueba y a quien le corresponde rebatir la 

presunción sobre el despido injustificado, nuestro más alto foro establece 

que,  

[…] una vez un empleado insta una causa de acción contra 
su patrono al amparo de la Ley Núm. 80, supra, nuestro 
ordenamiento legal es claro en disponer que “el patrono 
vendrá obligado a alegar, en su contestación a la demanda, 
los hechos que dieron origen al despido y probar que el 
mismo estuvo justificado para quedar eximido de cumplir 
con” el pago de la mesada. 29 L.P.R.A. sec. 185k(a). De tal 
forma, el artículo citado establece una presunción contra 
el patrono, mediante la cual “‘todo despido es 
injustificado’ hasta tanto el patrono demuestre justa 
causa para su acción’”. Como resultado, se le impone al 
“patrono la carga probatoria de justificar en la afirmativa su 
actuación, exponiendo en la contestación a una querella los 
hechos que dieron origen al despido”. (Citas omitidas). 
(Énfasis nuestro).  

Feliciano Martes v. Sheraton, 182 DPR 368, 385 (2011).  
  

Es decir, que “[u]na vez ... el patrono interpone como defensa 

afirmativa que ha mediado justa causa para el despido, le 

corresponde a este entonces probar, por preponderancia de la 

prueba, que el despido estuvo justificado”. (Citas omitidas). (Énfasis 

nuestro). Íd.  

III 

De entrada, conviene puntualizar que, según surge del laudo, las 

partes no lograron un consenso en cuanto a la controversia a ser resuelta 

por el árbitro. En su lugar, conforme con el Reglamento del Negociado de 

Conciliación y Arbitraje, el árbitro configuró su propia sumisión18:  

 Por la compañía: 

Que este Honorable Árbitro, conforme a la evidencia 
presentada, los testimonios, el convenio colectivo y 
conforme a derecho, determine si el despido [del Sr. Héctor 
L. Maldonado Diaz] fue uno justificado o no.  
 

 
18 Véase, a la página 5 de este recurso.  

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT29S185K&originatingDoc=I2742a70c887b11e1ac60ad556f635d49&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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 Por la Unión: 

Que este Honorable Árbitro determine si la destitución 
impuesta al querellante, Héctor L. Maldonado Díaz estuvo 
injustificada, a la luz de la prueba presentada y el derecho. 
De determinar que la destitución impuesta se realizó 
injustificadamente, ordene al patrono devolver a su empleo 
al querellante, ordene el pago de salarios y haberes dejados 
de devengar por el periodo en que estuvo destituido 
injustificadamente, ordene al patrono eliminar del expediente 
toda mención al despido injustificado, y ordene cualquier 
otro derecho y/o beneficio que le pueda asistir al 
querellante.  
Asimismo, ordene al patrono pagar el 25% de honorarios de 
abogado, a razón del total concedido al querellante por 
razón del despido injustificado.  
 
Por ello, se determinó de conformidad con la disposición pertinente 

al Reglamento para el Orden Interno de los Servicios del Negociado de 

Conciliación y Arbitraje del Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos que el asunto a resolver fuese el siguiente:   

Determinar si el despido del Sr. Héctor L. Maldonado Díaz 
fue o no justificad[o], a la luz de la prueba y del convenio 
colectivo aplicable. Proveer un remedio conforme al propio 
convenio.  
  
Por estar estrechamente relacionados los errores uno y dos, los 

discutiremos de forma conjunta. A través de este recurso discrecional, el 

peticionario alega que en síntesis tanto el árbitro como el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan erraron en determinar que 

el despido del Sr. Maldonado había sido injustificado. Añadió que, los 

errores alegadamente cometidos versaban sobre la apreciación de la 

prueba y las determinaciones de hecho probadas por el árbitro para llegar 

a su determinación final.  

De los autos ante nuestra consideración se desprende como parte 

del Convenio Colectivo entre CEMEX y los empleados unionados19, que 

éste regiría las normas a seguir de surgir alguna controversia obrero-

patronal. Como parte de la libertad de contratación20, estos acordaron en 

virtud del Convenio que toda controversia sería resuelta por el árbitro 

conforme a derecho. Es decir, de forma análoga a las leyes laborales que 

nuestro ordenamiento jurídico provee, tanto para el patrono como para el 

 
19 Véase el artículo VI del Convenio Colectivo a la página 9. 
20 Art. 1207 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3772.  
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empleado.  De esta forma, ante el reclamo de Revisión de Petición de 

Laudo sometida por el peticionario acorde a su inconformidad con el 

laudo emitido, se celebró una vista argumentativa el 5 de diciembre de 

2018.  

Como es sabido, en un laudo conforme a derecho, la revisión es 

análoga a la revisión judicial de las decisiones administrativas21. Es por 

ello por lo que, en este tipo de revisión, el TPI analiza la apreciación de 

los hechos que realizó el foro de arbitraje cuando esta resulte irrazonable, 

arbitraria o ilegal22.  

Cónsono con lo anterior, a pesar de que CEMEX presentó prueba 

documental y testifical en la vista relacionada a los alegados actos u 

omisiones del Sr. Maldonado como por ejemplo el omitir la elaboración 

del informe de inspección diaria requerido por el Convenio Colectivo. No 

obstante, fue el árbitro quien estuvo en mejor posición de apreciar no solo 

la prueba sino los testimonios de los testigos.  

Acorde con lo expuesto, cónsono con la doctrina de pacta sunt 

servanda, y al Convenio Colectivo plasmado, el árbitro no cometió error al 

emitir su determinación. Basado en la normativa vigente y el trasfondo 

fáctico, no concurrieron ninguno de los criterios que justifican que este 

foro intervenga con el laudo emitido ni con la determinación del Tribunal 

de Primera Instancia. Una intervención este tipo de controversia hubiese 

implicado una indebida intromisión con el procedimiento elegido por las 

partes para atende las controversias obrero-patronales que surgieran 

entre ellas.   

Es por ello, que como norma general se le debe dar deferencia a 

las decisiones que emite un árbitro. En el caso ante nos, no hubo fraude y 

las partes tuvieron la oportunidad de acuerdo con el debido proceso de 

ley, mediante la celebración de una vista de argumentar y presentar toda 

prueba que sustentare sus alegaciones. En consecuencia, la decisión del 

árbitro sobre el despido injustificado merece deferencia, máxime cuando 

 
21 Véase C.O.P.R. v. S.P.U., 181 DPR 299 (2011). 
22 Dpto. Educ. V. Díaz Maldonado, 183 DPR, 315, 348-356 (1985); U.T.I.C.E. v. C.E.A.T., 
147 DPR 522, 528 (1999).  
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dicha determinación fue realizada a la luz de la prueba oral y escrita 

presentada durante la vista de arbitraje. A consecuencia la única 

intervención permitida por parte de los tribunales será aceptable solo 

cuando las determinaciones del laudo sean contrarias al estado de 

derecho vigente en relación con las controversias obrero-patronales.  

 A tales efectos, por ser un laudo que tenía que emitirse conforme a 

derecho, la primera instancia judicial modificó el remedio de la mesada, 

para que ajustara conforme a derecho, de manera que el árbitro no 

emitiera un dictamen incongruente con el derecho vigente. La sentencia 

recurrida no se aparta de las fuentes de autoridad esenciales que 

gobiernan la revisión del proceso de arbitraje y la emisión, conforme a 

derecho, del laudo impugnado. Tampoco podemos afirmar que el tribunal 

a quo se apartó de las limitadas causas que permiten la intervención 

judicial con un laudo de arbitraje.  

Recordemos que la revisión que está permitida no es una de novo 

del laudo impugnado. La revisión judicial del laudo, como cuestión de 

derecho, es una prerrogativa única del foro de primera instancia. Por lo 

tanto, luego de analizar la petición de impugnación de laudo, concluimos, 

al igual que el TPI, que CEMEX no adujo ninguna de las causales para 

que un tribunal de derecho pudiera revocar el laudo. Sus señalamientos 

de error versaron en la apreciación de la prueba y en la credibilidad de los 

testigos, examinados de antemano por el árbitro acorde a su expertise.  

Es por ello por lo que, en ausencia de fraude, conducta impropia del 

árbitro, violación al debido proceso de ley, omisión de resolver todas las 

cuestiones públicas o que el laudo fuese contrario a la política pública, el 

laudo impugnado amerita la deferencia de los tribunales.  

IV 

De conformidad con lo anteriormente esbozado, se expide el auto 

de certiorari, y se confirma la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan. 
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Lo acordó y lo manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   La Jueza Cintrón Cintrón disiente sin opinión 

escrita.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


